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ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 
complementarias”. 

Que igualmente el precitado artículo 9º de la Ley 489 de 1998 señala: 
“Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los 

ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes, representantes 
legales de organismos y entidades que posean una estructura independiente y autonomía 
administrativa podrán delegar la atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por 
la ley y los actos orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo 
y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los 
principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución 
Política y en la presente ley.” 

Que el numeral 11 del artículo 13 del Decreto 2647 de 2022 señala que es función del 
Secretario Jurídico del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República: 
“Representar judicial y extrajudicialmente a la Presidencia de la República en los 
procesos en que sea parte.”

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1º. Delegar en los asesores de la Secretaría Jurídica del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República:

Nombre Cédula

ANDRÉS TAPIAS TORRES C.C 79522289
CLARA MARGARITA CASTRO PINEDO C.C 1010016489

Las facultades de notificarse, representar a la entidad y conferir poderes en las 
actuaciones Constitucionales, Habeas Corpus, Prejudiciales, Judiciales y Administrativas 
en nombre de la Nación - Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 
en los procesos en que se constituya como parte o sea vinculado y, en general, en todas las 
actuaciones que se surtan ante la Rama Judicial, la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), 
el Ministerio Público, los Órganos de Control, y las autoridades administrativas del orden 
nacional y territoriales. 

Artículo 2º. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su expedición, deroga 
la Resolución número 01 del 13 de agosto de 2026 y las demás disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 9 de noviembre de 2026.
El Secretario Jurídico,

Andrés Barreto González.

Establecimientos Públicos

Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 2026072440 DE 2026

(noviembre 9)
mediante la cual se modifica parcialmente la Resolución número 2025067543 del 22 
de diciembre de 2025, por la cual se actualizan las tarifas en el Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), modificada por las Resoluciones 
números 2026033499 del 30 de junio, 2026058314 del 23 de septiembre de 2026 y 

2026063102 del 8 de octubre de 2026.
La Directora General del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 

Alimentos (Invima), en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial 
de las conferidas en el numeral 2 del artículo 22 del Decreto número 2078 de 2012, 4°, 
5°, 6° y 7° de la Ley 399 de 1997, artículo 2° de la Ley 2069 de 2020, artículo 4° y 5° del 
Decreto número 1889 de 2021, y

CONSIDERANDO:

Que, conforme a la ley, las ordenanzas, los acuerdos y especialmente lo señalado en 
el artículo 338 de la Constitución Política, las autoridades administrativas pueden fijar 
la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren como recuperación de los costos de los 
servicios prestados.

Que, la Ley 399 de 1997, crea una tasa, fija unas tarifas y autoriza al Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), su cobro, con el propósito de 
recuperar los costos de los servicios prestados por el Instituto.

Que, así mismo, el artículo 4° de la mencionada ley estableció los siguientes hechos 
generadores de la tasa: a) La expedición, modificación y renovación de los registros de 
medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y 

elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los 
generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener 
impacto en la salud individual y colectiva; b) La expedición, renovación y ampliación de 
la capacidad de los laboratorios, fábricas o establecimientos de producción, distribución y 
comercialización de medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, 
dispositivos y elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, 
homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que 
puedan tener impacto en la salud individual o colectiva; c) La realización de exámenes de 
laboratorio y demás gastos que se requieran para controlar la calidad de los medicamentos, 
productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos médico-
quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los generados por 
biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener impacto en la salud 
individual y colectiva; d) La expedición de certificados relacionados con los registros.

Que, de acuerdo con el artículo 6º de la citada normatividad, la determinación de las 
tarifas por los servicios prestados por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos 
y Alimentos (Invima) debe fundamentarse en criterios técnicos que permitan recuperar 
los costos totales de operación y aquellos asociados con los programas de tecnificación 
y modernización de los servicios, expresando dichas tarifas en salarios mínimos legales 
diarios vigentes. Para ello, se deben identificar y estandarizar los procedimientos mediante 
flujogramas, cuantificar los materiales, suministros, recursos tecnológicos y humanos 
requeridos, incorporar proporcionalmente los gastos de administración general, valorar 
los insumos conforme a los precios de mercado y determinar los costos del personal 
directamente involucrado en la prestación de los servicios, así como los derivados de 
su modernización. De igual forma, debe estimarse la frecuencia de utilización de los 
servicios sujetos al cobro de la tarifa. Todo este proceso debe desarrollarse bajo parámetros 
de máxima eficiencia y de conformidad con los principios y normas aplicables de la 
contabilidad de costos y del Plan General de Contabilidad Pública.

Así mismo, el artículo 7° de esta Ley dispone del método para determinar los costos 
de los servicios a prestar. En cumplimiento a lo establecido en el artículo 313 de la Ley 
2294 de 2023, por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, “Colombia 
potencia mundial de la vida”, estos costos deben ser calculados en términos de la Unidad 
de Valor Básico (UVB).

Que, a través de Sentencia C-402 de 2010 de la Corte Constitucional, se define el 
concepto de tasa como:

“(…) aquellos ingresos tributarios que se establecen en la ley o con fundamento en 
ella (origen ex lege), a través de los cuales el ciudadano contribuye a la recuperación 
total o parcial de los costos en que incurre el Estado, para asegurar la prestación de una 
actividad pública, la continuidad en un servicio de interés general o la utilización de 
bienes de dominio público. Por su propia naturaleza esta erogación económica se impone 
unilateralmente por el Estado a manera de retribución equitativa de un gasto público, 
que no obstante ser indispensable para el contribuyente, tan sólo se origina a partir de 
su solicitud”.

Que, el Gobierno nacional expidió el Decreto número 1889 del 30 de diciembre de 
2021, “Por el cual se adopta el manual de tarifas para el cobro de los servicios prestados 
por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima) y se dictan 
otras disposiciones, el cual surtió efectos a partir del 1° de enero de 2022.

Que, conforme a lo establecido en el artículo 4 del Decreto número 1889 de 2021, el 
Invima actualizará a partir del 1° de enero de cada año, mediante acto administrativo, los 
servicios y las tarifas para los servicios descritos en el manual tarifario, cuyo cálculo será 
expresado en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT), de conformidad con lo 
estipulado en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, y en cualquier momento, incluirá o 
excluirá de este manual los servicios derivados de la reglamentación sanitaria que dé lugar 
a la tasa.

Que, el artículo 313 de la Ley 2294 de 2023, creó la Unidad de Valor Básico (UVB) 
estableciendo que “todos los cobros; sanciones; multas; tarifas; (…) actualmente 
denominados y establecidos con base en salarios mínimos o en Unidades de Valor 
tributario (UVT), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de la 
Unidad de Valor Básico (UVB) el año 2023, conforme lo dispuesto en este artículo”.

Que, el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), en el 
ejercicio de sus funciones, tiene la responsabilidad de optimizar la gestión de trámites y 
servicios, garantizando mayor eficiencia, transparencia y accesibilidad para los usuarios.

Que, en cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución número 1405 de 2022, por 
medio de la cual se estructura e implementa el estándar semántico y la codificación para 
los dispositivos médicos de uso humano y reactivos de diagnóstico in vitro, esta entidad 
desarrolló una plataforma in house para el reporte de los atributos del estándar semántico 
y codificación de los dispositivos médicos y reactivos de diagnóstico in vitro. Así mismo, 
se desarrollaron actividades de asistencia técnica con los usuarios y publicaron guías e 
instrumentos para facilitar el reporte.

Que desde el Invima se han desarrollado actividades para optimizar la plataforma en 
el sentido de eliminar documentación duplicada como soporte del reporte efectuado por 
los titulares de los registros sanitarios, así como racionalizar el reporte y actualización de 
la información.

Que, una vez culminado el régimen transitorio previsto en el artículo 15 de la Resolución 
número 1405 de 2022 y en desarrollo de las optimizaciones que serán implementadas en 6		 DIARIO OFICIAL
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ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 
complementarias”. 

Que igualmente el precitado artículo 9º de la Ley 489 de 1998 señala: 
“Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los 

ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes, representantes 
legales de organismos y entidades que posean una estructura independiente y autonomía 
administrativa podrán delegar la atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por 
la ley y los actos orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo 
y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los 
principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución 
Política y en la presente ley.” 

Que el numeral 11 del artículo 13 del Decreto 2647 de 2022 señala que es función del 
Secretario Jurídico del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República: 
“Representar judicial y extrajudicialmente a la Presidencia de la República en los 
procesos en que sea parte.”

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1º. Delegar en los asesores de la Secretaría Jurídica del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República:

Nombre Cédula

ANDRÉS TAPIAS TORRES C.C 79522289
CLARA MARGARITA CASTRO PINEDO C.C 1010016489

Las facultades de notificarse, representar a la entidad y conferir poderes en las 
actuaciones Constitucionales, Habeas Corpus, Prejudiciales, Judiciales y Administrativas 
en nombre de la Nación - Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 
en los procesos en que se constituya como parte o sea vinculado y, en general, en todas las 
actuaciones que se surtan ante la Rama Judicial, la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), 
el Ministerio Público, los Órganos de Control, y las autoridades administrativas del orden 
nacional y territoriales. 

Artículo 2º. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su expedición, deroga 
la Resolución número 01 del 13 de agosto de 2026 y las demás disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 9 de noviembre de 2026.
El Secretario Jurídico,

Andrés Barreto González.

Establecimientos Públicos

Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 2026072440 DE 2026

(noviembre 9)
mediante la cual se modifica parcialmente la Resolución número 2025067543 del 22 
de diciembre de 2025, por la cual se actualizan las tarifas en el Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), modificada por las Resoluciones 
números 2026033499 del 30 de junio, 2026058314 del 23 de septiembre de 2026 y 

2026063102 del 8 de octubre de 2026.
La Directora General del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 

Alimentos (Invima), en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial 
de las conferidas en el numeral 2 del artículo 22 del Decreto número 2078 de 2012, 4°, 
5°, 6° y 7° de la Ley 399 de 1997, artículo 2° de la Ley 2069 de 2020, artículo 4° y 5° del 
Decreto número 1889 de 2021, y

CONSIDERANDO:

Que, conforme a la ley, las ordenanzas, los acuerdos y especialmente lo señalado en 
el artículo 338 de la Constitución Política, las autoridades administrativas pueden fijar 
la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren como recuperación de los costos de los 
servicios prestados.

Que, la Ley 399 de 1997, crea una tasa, fija unas tarifas y autoriza al Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), su cobro, con el propósito de 
recuperar los costos de los servicios prestados por el Instituto.

Que, así mismo, el artículo 4° de la mencionada ley estableció los siguientes hechos 
generadores de la tasa: a) La expedición, modificación y renovación de los registros de 
medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y 

elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los 
generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener 
impacto en la salud individual y colectiva; b) La expedición, renovación y ampliación de 
la capacidad de los laboratorios, fábricas o establecimientos de producción, distribución y 
comercialización de medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, 
dispositivos y elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, 
homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que 
puedan tener impacto en la salud individual o colectiva; c) La realización de exámenes de 
laboratorio y demás gastos que se requieran para controlar la calidad de los medicamentos, 
productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos médico-
quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los generados por 
biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener impacto en la salud 
individual y colectiva; d) La expedición de certificados relacionados con los registros.

Que, de acuerdo con el artículo 6º de la citada normatividad, la determinación de las 
tarifas por los servicios prestados por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos 
y Alimentos (Invima) debe fundamentarse en criterios técnicos que permitan recuperar 
los costos totales de operación y aquellos asociados con los programas de tecnificación 
y modernización de los servicios, expresando dichas tarifas en salarios mínimos legales 
diarios vigentes. Para ello, se deben identificar y estandarizar los procedimientos mediante 
flujogramas, cuantificar los materiales, suministros, recursos tecnológicos y humanos 
requeridos, incorporar proporcionalmente los gastos de administración general, valorar 
los insumos conforme a los precios de mercado y determinar los costos del personal 
directamente involucrado en la prestación de los servicios, así como los derivados de 
su modernización. De igual forma, debe estimarse la frecuencia de utilización de los 
servicios sujetos al cobro de la tarifa. Todo este proceso debe desarrollarse bajo parámetros 
de máxima eficiencia y de conformidad con los principios y normas aplicables de la 
contabilidad de costos y del Plan General de Contabilidad Pública.

Así mismo, el artículo 7° de esta Ley dispone del método para determinar los costos 
de los servicios a prestar. En cumplimiento a lo establecido en el artículo 313 de la Ley 
2294 de 2023, por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, “Colombia 
potencia mundial de la vida”, estos costos deben ser calculados en términos de la Unidad 
de Valor Básico (UVB).

Que, a través de Sentencia C-402 de 2010 de la Corte Constitucional, se define el 
concepto de tasa como:

“(…) aquellos ingresos tributarios que se establecen en la ley o con fundamento en 
ella (origen ex lege), a través de los cuales el ciudadano contribuye a la recuperación 
total o parcial de los costos en que incurre el Estado, para asegurar la prestación de una 
actividad pública, la continuidad en un servicio de interés general o la utilización de 
bienes de dominio público. Por su propia naturaleza esta erogación económica se impone 
unilateralmente por el Estado a manera de retribución equitativa de un gasto público, 
que no obstante ser indispensable para el contribuyente, tan sólo se origina a partir de 
su solicitud”.

Que, el Gobierno nacional expidió el Decreto número 1889 del 30 de diciembre de 
2021, “Por el cual se adopta el manual de tarifas para el cobro de los servicios prestados 
por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima) y se dictan 
otras disposiciones, el cual surtió efectos a partir del 1° de enero de 2022.

Que, conforme a lo establecido en el artículo 4 del Decreto número 1889 de 2021, el 
Invima actualizará a partir del 1° de enero de cada año, mediante acto administrativo, los 
servicios y las tarifas para los servicios descritos en el manual tarifario, cuyo cálculo será 
expresado en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT), de conformidad con lo 
estipulado en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, y en cualquier momento, incluirá o 
excluirá de este manual los servicios derivados de la reglamentación sanitaria que dé lugar 
a la tasa.

Que, el artículo 313 de la Ley 2294 de 2023, creó la Unidad de Valor Básico (UVB) 
estableciendo que “todos los cobros; sanciones; multas; tarifas; (…) actualmente 
denominados y establecidos con base en salarios mínimos o en Unidades de Valor 
tributario (UVT), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de la 
Unidad de Valor Básico (UVB) el año 2023, conforme lo dispuesto en este artículo”.

Que, el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), en el 
ejercicio de sus funciones, tiene la responsabilidad de optimizar la gestión de trámites y 
servicios, garantizando mayor eficiencia, transparencia y accesibilidad para los usuarios.

Que, en cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución número 1405 de 2022, por 
medio de la cual se estructura e implementa el estándar semántico y la codificación para 
los dispositivos médicos de uso humano y reactivos de diagnóstico in vitro, esta entidad 
desarrolló una plataforma in house para el reporte de los atributos del estándar semántico 
y codificación de los dispositivos médicos y reactivos de diagnóstico in vitro. Así mismo, 
se desarrollaron actividades de asistencia técnica con los usuarios y publicaron guías e 
instrumentos para facilitar el reporte.

Que desde el Invima se han desarrollado actividades para optimizar la plataforma en 
el sentido de eliminar documentación duplicada como soporte del reporte efectuado por 
los titulares de los registros sanitarios, así como racionalizar el reporte y actualización de 
la información.

Que, una vez culminado el régimen transitorio previsto en el artículo 15 de la Resolución 
número 1405 de 2022 y en desarrollo de las optimizaciones que serán implementadas en 
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ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 
complementarias”. 

Que igualmente el precitado artículo 9º de la Ley 489 de 1998 señala: 
“Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los 

ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes, representantes 
legales de organismos y entidades que posean una estructura independiente y autonomía 
administrativa podrán delegar la atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por 
la ley y los actos orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo 
y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los 
principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución 
Política y en la presente ley.” 

Que el numeral 11 del artículo 13 del Decreto 2647 de 2022 señala que es función del 
Secretario Jurídico del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República: 
“Representar judicial y extrajudicialmente a la Presidencia de la República en los 
procesos en que sea parte.”

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1º. Delegar en los asesores de la Secretaría Jurídica del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República:

Nombre Cédula

ANDRÉS TAPIAS TORRES C.C 79522289
CLARA MARGARITA CASTRO PINEDO C.C 1010016489

Las facultades de notificarse, representar a la entidad y conferir poderes en las 
actuaciones Constitucionales, Habeas Corpus, Prejudiciales, Judiciales y Administrativas 
en nombre de la Nación - Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 
en los procesos en que se constituya como parte o sea vinculado y, en general, en todas las 
actuaciones que se surtan ante la Rama Judicial, la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), 
el Ministerio Público, los Órganos de Control, y las autoridades administrativas del orden 
nacional y territoriales. 

Artículo 2º. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su expedición, deroga 
la Resolución número 01 del 13 de agosto de 2026 y las demás disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 9 de noviembre de 2026.
El Secretario Jurídico,

Andrés Barreto González.

Establecimientos Públicos

Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 2026072440 DE 2026

(noviembre 9)
mediante la cual se modifica parcialmente la Resolución número 2025067543 del 22 
de diciembre de 2025, por la cual se actualizan las tarifas en el Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), modificada por las Resoluciones 
números 2026033499 del 30 de junio, 2026058314 del 23 de septiembre de 2026 y 

2026063102 del 8 de octubre de 2026.
La Directora General del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 

Alimentos (Invima), en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial 
de las conferidas en el numeral 2 del artículo 22 del Decreto número 2078 de 2012, 4°, 
5°, 6° y 7° de la Ley 399 de 1997, artículo 2° de la Ley 2069 de 2020, artículo 4° y 5° del 
Decreto número 1889 de 2021, y

CONSIDERANDO:

Que, conforme a la ley, las ordenanzas, los acuerdos y especialmente lo señalado en 
el artículo 338 de la Constitución Política, las autoridades administrativas pueden fijar 
la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren como recuperación de los costos de los 
servicios prestados.

Que, la Ley 399 de 1997, crea una tasa, fija unas tarifas y autoriza al Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), su cobro, con el propósito de 
recuperar los costos de los servicios prestados por el Instituto.

Que, así mismo, el artículo 4° de la mencionada ley estableció los siguientes hechos 
generadores de la tasa: a) La expedición, modificación y renovación de los registros de 
medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y 

elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los 
generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener 
impacto en la salud individual y colectiva; b) La expedición, renovación y ampliación de 
la capacidad de los laboratorios, fábricas o establecimientos de producción, distribución y 
comercialización de medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, 
dispositivos y elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, 
homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que 
puedan tener impacto en la salud individual o colectiva; c) La realización de exámenes de 
laboratorio y demás gastos que se requieran para controlar la calidad de los medicamentos, 
productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos médico-
quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los generados por 
biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener impacto en la salud 
individual y colectiva; d) La expedición de certificados relacionados con los registros.

Que, de acuerdo con el artículo 6º de la citada normatividad, la determinación de las 
tarifas por los servicios prestados por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos 
y Alimentos (Invima) debe fundamentarse en criterios técnicos que permitan recuperar 
los costos totales de operación y aquellos asociados con los programas de tecnificación 
y modernización de los servicios, expresando dichas tarifas en salarios mínimos legales 
diarios vigentes. Para ello, se deben identificar y estandarizar los procedimientos mediante 
flujogramas, cuantificar los materiales, suministros, recursos tecnológicos y humanos 
requeridos, incorporar proporcionalmente los gastos de administración general, valorar 
los insumos conforme a los precios de mercado y determinar los costos del personal 
directamente involucrado en la prestación de los servicios, así como los derivados de 
su modernización. De igual forma, debe estimarse la frecuencia de utilización de los 
servicios sujetos al cobro de la tarifa. Todo este proceso debe desarrollarse bajo parámetros 
de máxima eficiencia y de conformidad con los principios y normas aplicables de la 
contabilidad de costos y del Plan General de Contabilidad Pública.

Así mismo, el artículo 7° de esta Ley dispone del método para determinar los costos 
de los servicios a prestar. En cumplimiento a lo establecido en el artículo 313 de la Ley 
2294 de 2023, por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, “Colombia 
potencia mundial de la vida”, estos costos deben ser calculados en términos de la Unidad 
de Valor Básico (UVB).

Que, a través de Sentencia C-402 de 2010 de la Corte Constitucional, se define el 
concepto de tasa como:

“(…) aquellos ingresos tributarios que se establecen en la ley o con fundamento en 
ella (origen ex lege), a través de los cuales el ciudadano contribuye a la recuperación 
total o parcial de los costos en que incurre el Estado, para asegurar la prestación de una 
actividad pública, la continuidad en un servicio de interés general o la utilización de 
bienes de dominio público. Por su propia naturaleza esta erogación económica se impone 
unilateralmente por el Estado a manera de retribución equitativa de un gasto público, 
que no obstante ser indispensable para el contribuyente, tan sólo se origina a partir de 
su solicitud”.

Que, el Gobierno nacional expidió el Decreto número 1889 del 30 de diciembre de 
2021, “Por el cual se adopta el manual de tarifas para el cobro de los servicios prestados 
por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima) y se dictan 
otras disposiciones, el cual surtió efectos a partir del 1° de enero de 2022.

Que, conforme a lo establecido en el artículo 4 del Decreto número 1889 de 2021, el 
Invima actualizará a partir del 1° de enero de cada año, mediante acto administrativo, los 
servicios y las tarifas para los servicios descritos en el manual tarifario, cuyo cálculo será 
expresado en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT), de conformidad con lo 
estipulado en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, y en cualquier momento, incluirá o 
excluirá de este manual los servicios derivados de la reglamentación sanitaria que dé lugar 
a la tasa.

Que, el artículo 313 de la Ley 2294 de 2023, creó la Unidad de Valor Básico (UVB) 
estableciendo que “todos los cobros; sanciones; multas; tarifas; (…) actualmente 
denominados y establecidos con base en salarios mínimos o en Unidades de Valor 
tributario (UVT), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de la 
Unidad de Valor Básico (UVB) el año 2023, conforme lo dispuesto en este artículo”.

Que, el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), en el 
ejercicio de sus funciones, tiene la responsabilidad de optimizar la gestión de trámites y 
servicios, garantizando mayor eficiencia, transparencia y accesibilidad para los usuarios.

Que, en cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución número 1405 de 2022, por 
medio de la cual se estructura e implementa el estándar semántico y la codificación para 
los dispositivos médicos de uso humano y reactivos de diagnóstico in vitro, esta entidad 
desarrolló una plataforma in house para el reporte de los atributos del estándar semántico 
y codificación de los dispositivos médicos y reactivos de diagnóstico in vitro. Así mismo, 
se desarrollaron actividades de asistencia técnica con los usuarios y publicaron guías e 
instrumentos para facilitar el reporte.

Que desde el Invima se han desarrollado actividades para optimizar la plataforma en 
el sentido de eliminar documentación duplicada como soporte del reporte efectuado por 
los titulares de los registros sanitarios, así como racionalizar el reporte y actualización de 
la información.

Que, una vez culminado el régimen transitorio previsto en el artículo 15 de la Resolución 
número 1405 de 2022 y en desarrollo de las optimizaciones que serán implementadas en 
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ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 
complementarias”. 

Que igualmente el precitado artículo 9º de la Ley 489 de 1998 señala: 
“Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los 

ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes, representantes 
legales de organismos y entidades que posean una estructura independiente y autonomía 
administrativa podrán delegar la atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por 
la ley y los actos orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo 
y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los 
principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución 
Política y en la presente ley.” 

Que el numeral 11 del artículo 13 del Decreto 2647 de 2022 señala que es función del 
Secretario Jurídico del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República: 
“Representar judicial y extrajudicialmente a la Presidencia de la República en los 
procesos en que sea parte.”

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1º. Delegar en los asesores de la Secretaría Jurídica del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República:

Nombre Cédula

ANDRÉS TAPIAS TORRES C.C 79522289
CLARA MARGARITA CASTRO PINEDO C.C 1010016489

Las facultades de notificarse, representar a la entidad y conferir poderes en las 
actuaciones Constitucionales, Habeas Corpus, Prejudiciales, Judiciales y Administrativas 
en nombre de la Nación - Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 
en los procesos en que se constituya como parte o sea vinculado y, en general, en todas las 
actuaciones que se surtan ante la Rama Judicial, la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), 
el Ministerio Público, los Órganos de Control, y las autoridades administrativas del orden 
nacional y territoriales. 

Artículo 2º. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su expedición, deroga 
la Resolución número 01 del 13 de agosto de 2026 y las demás disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 9 de noviembre de 2026.
El Secretario Jurídico,

Andrés Barreto González.

Establecimientos Públicos

Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 2026072440 DE 2026

(noviembre 9)
mediante la cual se modifica parcialmente la Resolución número 2025067543 del 22 
de diciembre de 2025, por la cual se actualizan las tarifas en el Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), modificada por las Resoluciones 
números 2026033499 del 30 de junio, 2026058314 del 23 de septiembre de 2026 y 

2026063102 del 8 de octubre de 2026.
La Directora General del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 

Alimentos (Invima), en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial 
de las conferidas en el numeral 2 del artículo 22 del Decreto número 2078 de 2012, 4°, 
5°, 6° y 7° de la Ley 399 de 1997, artículo 2° de la Ley 2069 de 2020, artículo 4° y 5° del 
Decreto número 1889 de 2021, y

CONSIDERANDO:

Que, conforme a la ley, las ordenanzas, los acuerdos y especialmente lo señalado en 
el artículo 338 de la Constitución Política, las autoridades administrativas pueden fijar 
la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren como recuperación de los costos de los 
servicios prestados.

Que, la Ley 399 de 1997, crea una tasa, fija unas tarifas y autoriza al Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), su cobro, con el propósito de 
recuperar los costos de los servicios prestados por el Instituto.

Que, así mismo, el artículo 4° de la mencionada ley estableció los siguientes hechos 
generadores de la tasa: a) La expedición, modificación y renovación de los registros de 
medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y 

elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los 
generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener 
impacto en la salud individual y colectiva; b) La expedición, renovación y ampliación de 
la capacidad de los laboratorios, fábricas o establecimientos de producción, distribución y 
comercialización de medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, 
dispositivos y elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, 
homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que 
puedan tener impacto en la salud individual o colectiva; c) La realización de exámenes de 
laboratorio y demás gastos que se requieran para controlar la calidad de los medicamentos, 
productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos médico-
quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los generados por 
biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener impacto en la salud 
individual y colectiva; d) La expedición de certificados relacionados con los registros.

Que, de acuerdo con el artículo 6º de la citada normatividad, la determinación de las 
tarifas por los servicios prestados por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos 
y Alimentos (Invima) debe fundamentarse en criterios técnicos que permitan recuperar 
los costos totales de operación y aquellos asociados con los programas de tecnificación 
y modernización de los servicios, expresando dichas tarifas en salarios mínimos legales 
diarios vigentes. Para ello, se deben identificar y estandarizar los procedimientos mediante 
flujogramas, cuantificar los materiales, suministros, recursos tecnológicos y humanos 
requeridos, incorporar proporcionalmente los gastos de administración general, valorar 
los insumos conforme a los precios de mercado y determinar los costos del personal 
directamente involucrado en la prestación de los servicios, así como los derivados de 
su modernización. De igual forma, debe estimarse la frecuencia de utilización de los 
servicios sujetos al cobro de la tarifa. Todo este proceso debe desarrollarse bajo parámetros 
de máxima eficiencia y de conformidad con los principios y normas aplicables de la 
contabilidad de costos y del Plan General de Contabilidad Pública.

Así mismo, el artículo 7° de esta Ley dispone del método para determinar los costos 
de los servicios a prestar. En cumplimiento a lo establecido en el artículo 313 de la Ley 
2294 de 2023, por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, “Colombia 
potencia mundial de la vida”, estos costos deben ser calculados en términos de la Unidad 
de Valor Básico (UVB).

Que, a través de Sentencia C-402 de 2010 de la Corte Constitucional, se define el 
concepto de tasa como:

“(…) aquellos ingresos tributarios que se establecen en la ley o con fundamento en 
ella (origen ex lege), a través de los cuales el ciudadano contribuye a la recuperación 
total o parcial de los costos en que incurre el Estado, para asegurar la prestación de una 
actividad pública, la continuidad en un servicio de interés general o la utilización de 
bienes de dominio público. Por su propia naturaleza esta erogación económica se impone 
unilateralmente por el Estado a manera de retribución equitativa de un gasto público, 
que no obstante ser indispensable para el contribuyente, tan sólo se origina a partir de 
su solicitud”.

Que, el Gobierno nacional expidió el Decreto número 1889 del 30 de diciembre de 
2021, “Por el cual se adopta el manual de tarifas para el cobro de los servicios prestados 
por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima) y se dictan 
otras disposiciones, el cual surtió efectos a partir del 1° de enero de 2022.

Que, conforme a lo establecido en el artículo 4 del Decreto número 1889 de 2021, el 
Invima actualizará a partir del 1° de enero de cada año, mediante acto administrativo, los 
servicios y las tarifas para los servicios descritos en el manual tarifario, cuyo cálculo será 
expresado en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT), de conformidad con lo 
estipulado en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, y en cualquier momento, incluirá o 
excluirá de este manual los servicios derivados de la reglamentación sanitaria que dé lugar 
a la tasa.

Que, el artículo 313 de la Ley 2294 de 2023, creó la Unidad de Valor Básico (UVB) 
estableciendo que “todos los cobros; sanciones; multas; tarifas; (…) actualmente 
denominados y establecidos con base en salarios mínimos o en Unidades de Valor 
tributario (UVT), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de la 
Unidad de Valor Básico (UVB) el año 2023, conforme lo dispuesto en este artículo”.

Que, el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), en el 
ejercicio de sus funciones, tiene la responsabilidad de optimizar la gestión de trámites y 
servicios, garantizando mayor eficiencia, transparencia y accesibilidad para los usuarios.

Que, en cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución número 1405 de 2022, por 
medio de la cual se estructura e implementa el estándar semántico y la codificación para 
los dispositivos médicos de uso humano y reactivos de diagnóstico in vitro, esta entidad 
desarrolló una plataforma in house para el reporte de los atributos del estándar semántico 
y codificación de los dispositivos médicos y reactivos de diagnóstico in vitro. Así mismo, 
se desarrollaron actividades de asistencia técnica con los usuarios y publicaron guías e 
instrumentos para facilitar el reporte.

Que desde el Invima se han desarrollado actividades para optimizar la plataforma en 
el sentido de eliminar documentación duplicada como soporte del reporte efectuado por 
los titulares de los registros sanitarios, así como racionalizar el reporte y actualización de 
la información.

Que, una vez culminado el régimen transitorio previsto en el artículo 15 de la Resolución 
número 1405 de 2022 y en desarrollo de las optimizaciones que serán implementadas en  		  7
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la plataforma para el reporte de nuevos registros sanitarios, las actuaciones que adelante 
el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima) para verificar 
el cumplimiento de las obligaciones asociadas al reporte del estándar semántico y la 
codificación estarán dirigidas a identificar la existencia de omisiones, inconsistencias o 
inexactitudes en la información suministrada por los titulares de registros sanitarios de 
dispositivos médicos y reactivos de diagnóstico in vitro, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 14 de la citada resolución. Dichas actuaciones de verificación, vigilancia y 
control se desarrollarán en ejercicio de las funciones misionales legalmente atribuidas a 
la Entidad.

Que, conforme a lo anteriormente expuesto, se hace necesario la exclusión del manual 
tarifario, la tarifa identificada con el Código 4003-1 “Reporte de Estándar Semántico y 
Codificación de Dispositivos Médicos y Reactivos Diagnóstico In Vitro (1-182 Códigos 
UDI-DI)”.

Que la presente resolución tiene por efecto excluir la tarifa correspondiente al reporte 
del estándar semántico y la codificación de dispositivos médicos y reactivos de diagnóstico 
in vitro, sin modificar las obligaciones establecidas en la Resolución número 1405 de 2022 
a cargo de los titulares de los registros sanitarios y de los permisos de comercialización 
de dichos productos. En consecuencia, la exclusión de la tarifa no exime a los referidos 
titulares del cumplimiento de las obligaciones relacionadas con el estándar semántico y la 
codificación, de conformidad con la normativa vigente.

Que, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 8° del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) y el artículo 
2.1.2.5.1.4 del Decreto número 385 de 2026, el Instituto Nacional de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos (Invima), publicó el proyecto de resolución en su página web 
oficial, para comentarios y observaciones de la ciudadanía, durante el periodo comprendido 
entre el 2 al 17 de octubre de 2026.

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modificación. Modificar parcialmente la Resolución número 2025067543 
del 22 de diciembre de 2025, por la cual se actualizan las tarifas en el Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), modificada por las Resoluciones 
números 2026033499 del 30 de junio, 2026058314 del 23 de septiembre de 2026 y 
2026063102 del 8 de octubre de 2026, de conformidad con la parte motiva del presente 
acto administrativo.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente resolución aplica a los titulares de 
los registros sanitarios o de los permisos de comercialización que realicen el reporte de 
Estándar Semántico y Codificación de Dispositivos Médicos y Reactivos Diagnóstico In 
Vitro.

Artículo 3°. Exclusión. Excluir de la Resolución número 2025067543 del 22 de 
diciembre de 2025, por la cual se actualizan las tarifas en el Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), modificada por las Resoluciones 
números 2026033499 del 30 de junio, 2026058314 del 23 de septiembre de 2026 y 
2026063102 del 8 de octubre de 2026, la tarifa identificada con el código 4003-1 “Reporte 
de Estándar Semántico y Codificación de Dispositivos Médicos y Reactivos Diagnóstico 
In Vitro (1-182 Códigos UDI-DI)”.

Artículo 4°. Publicación. Ordenar la publicación de la presente resolución en el 
Diario Oficial y en la página web del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos 
y Alimentos (Invima).

Artículo 5°. Vigencia y derogatoria. La presente resolución rige a partir de la fecha 
de su publicación en el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Se expide en Bogotá, D. C., a 9 de noviembre de 2026.
La Directora General,

Sindy Pahola Pulgarín Madrigal.
(C. F.).

Instituto Colombiano Agropecuario

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 00022227 DE 2026

(noviembre 11)
por medio de la cual se establecen los requisitos fitosanitarios para la importación 
a Colombia de plantas in vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia 

Ecuador para uso comercial, ensayo y/o siembra.
El Subgerente de Regulación Sanitaria y Fitosanitaria del Instituto Colombiano 

Agropecuario (ICA), en ejercicio de sus atribuciones legales y en especial de las conferidas 
por el artículo 4º del Decreto número 3761 de 2009, el artículo 2.13.1.1.2 del Decreto 
número 1071 de 2015, la Ley 489 de 1998, el artículo 1º de la Resolución ICA 13314 del 
2023, y

CONSIDERANDO:
Que es competencia del Instituto Colombiano Agropecuario (ICA) velar por la 

sanidad agropecuaria del país, a fin de prevenir la introducción y propagación de plagas o 
enfermedades que puedan afectar a las especies animales o vegetales del país.

Que conforme a lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 6º del Decreto número 
4765 de 2008, es deber del ICA adoptar, de acuerdo con la ley, las medidas sanitarias y 
fitosanitarias que sean necesarias para hacer efectivo el control de la sanidad animal y 
vegetal en el territorio nacional.

Que según lo ordenado en el numeral 23 del artículo 12 del Decreto número 4765 
de 2008, modificado por el artículo 4º del Decreto número 3761 de 2009, es función 
de la Gerencia General del ICA expedir las medidas regulatorias en materia sanitaria y 
fitosanitaria.

Que mediante la Resolución ICA 13314 de 2023, la Gerencia General delegó en la 
Subgerencia de Regulación Sanitaria y Fitosanitaria de la entidad, la expedición de los 
requisitos sanitarios y fitosanitarios para la importación a Colombia de animales, vegetales, 
sus productos y otros artículos reglamentados.

Que corresponde al ICA adelantar los análisis de riesgos y otros procedimientos 
técnicos en materia de sanidad animal y vegetal, para establecer el nivel adecuado de 
protección y definir los requisitos sanitarios o fitosanitarios para la importación de 
productos agropecuarios a Colombia.

Que mediante la Resolución ICA 8389 de 2023 se establecieron los requisitos y el trámite 
para las solicitudes de análisis de riesgos de plagas y enfermedades para la importación a 
Colombia de animales, vegetales, sus productos y otros artículos reglamentados. 

Que por conducto de la Resolución ICA 13633 de 2023, se creó el Comité de 
Importaciones como una instancia asesora, orientadora y decisora que apoya a la Gerencia 
General, o a quien esta delegue, en la expedición de dichos requisitos sanitarios y 
fitosanitarios para la importación a Colombia de animales, vegetales, sus productos y otros 
artículos reglamentados.

Que reunido el Comité de importaciones del ICA el 8 de abril de 2026, según consta 
en acta de la misma fecha, se definieron los requisitos fitosanitarios para la importación a 
Colombia de plantas in vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia Ecuador 
para uso comercial, ensayo y/o siembra. Razón por la cual se hace necesario establecer los 
requisitos aprobados.  

Que acorde al comercio internacional, la Organización Nacional de Protección 
Fitosanitaria (ONPF) del país de origen, están en la obligación de expedir una certificación 
fitosanitaria, con el propósito de asegurar que las plantas, productos vegetales u otros 
artículos reglamentados que ingresarán al país de destino, han sido inspeccionados 
y/o sometidos a pruebas de acuerdo con los procedimientos oficiales establecidos y se 
considera que están libres de las plagas cuarentenarias especificadas.

Que la certificación fitosanitaria emitida por la ONPF del país de origen es un 
documento convenido en el ámbito internacional, que se utiliza para avalar que los envíos 
cumplen con los requisitos fitosanitarios de importación establecidos por los países de 
destino, facilitando así el comercio internacional.

Que en aras de garantizar los principios de publicidad y transparencia, se surtió el 
trámite de consulta pública nacional, a través del Sistema Único de Consulta Pública 
(Sucop) del Departamento Nacional de Planeación, dando cumplimiento a lo dispuesto en 
el artículo 2.13.2.4.2., del Decreto número 1071 de 2015.

Que la misma disposición normativa señala que, cuando el proyecto normativo afecte 
el comercio internacional, se deberá realizar la notificación a través del punto de contacto 
de Colombia ante la OMC, CAN, G3, con el fin de recibir comentarios u observaciones.

Que la Organización Mundial del Comercio (OMC) en el Acuerdo sobre la Aplicación 
de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias indicó que los miembros notificarán sus medidas 
sanitarias o fitosanitarias y velarán porque se publiquen para que los miembros interesados 
puedan conocer su contenido, razón por la cual la presente resolución surtirá el trámite de 
publicidad anteriormente mencionado.

Que de conformidad con los artículos 5º a 7º del Decreto número 2897 de 2010, el ICA 
diligenció el cuestionario de la Abogacía de la Competencia, en el cual se evidenció que el 
presente proyecto regulatorio no incide sobre la libre competencia del mercado, por lo que 
no fue remitido a la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC).

En virtud de lo anterior,
RESUELVE:

Artículo 1º. Objeto. Establecer los requisitos fitosanitarios para la importación a 
Colombia de plantas in vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia Ecuador 
para uso comercial, ensayo y/o siembra. 

Artículo 2º. Ámbito de aplicación. Las disposiciones establecidas en la presente 
resolución serán aplicables a todas las personas naturales o jurídicas que importen a 
Colombia plantas in vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia Ecuador 
para uso comercial, ensayo y/o siembra. 

Artículo 3º. Requisitos fitosanitarios. Para la importación a Colombia de plantas in 
vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia Ecuador para uso comercial, 
ensayo y/o siembra, se deberán cumplir los siguientes requisitos: 
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la plataforma para el reporte de nuevos registros sanitarios, las actuaciones que adelante 
el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima) para verificar 
el cumplimiento de las obligaciones asociadas al reporte del estándar semántico y la 
codificación estarán dirigidas a identificar la existencia de omisiones, inconsistencias o 
inexactitudes en la información suministrada por los titulares de registros sanitarios de 
dispositivos médicos y reactivos de diagnóstico in vitro, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 14 de la citada resolución. Dichas actuaciones de verificación, vigilancia y 
control se desarrollarán en ejercicio de las funciones misionales legalmente atribuidas a 
la Entidad.

Que, conforme a lo anteriormente expuesto, se hace necesario la exclusión del manual 
tarifario, la tarifa identificada con el Código 4003-1 “Reporte de Estándar Semántico y 
Codificación de Dispositivos Médicos y Reactivos Diagnóstico In Vitro (1-182 Códigos 
UDI-DI)”.

Que la presente resolución tiene por efecto excluir la tarifa correspondiente al reporte 
del estándar semántico y la codificación de dispositivos médicos y reactivos de diagnóstico 
in vitro, sin modificar las obligaciones establecidas en la Resolución número 1405 de 2022 
a cargo de los titulares de los registros sanitarios y de los permisos de comercialización 
de dichos productos. En consecuencia, la exclusión de la tarifa no exime a los referidos 
titulares del cumplimiento de las obligaciones relacionadas con el estándar semántico y la 
codificación, de conformidad con la normativa vigente.

Que, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 8° del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) y el artículo 
2.1.2.5.1.4 del Decreto número 385 de 2026, el Instituto Nacional de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos (Invima), publicó el proyecto de resolución en su página web 
oficial, para comentarios y observaciones de la ciudadanía, durante el periodo comprendido 
entre el 2 al 17 de octubre de 2026.

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modificación. Modificar parcialmente la Resolución número 2025067543 
del 22 de diciembre de 2025, por la cual se actualizan las tarifas en el Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), modificada por las Resoluciones 
números 2026033499 del 30 de junio, 2026058314 del 23 de septiembre de 2026 y 
2026063102 del 8 de octubre de 2026, de conformidad con la parte motiva del presente 
acto administrativo.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente resolución aplica a los titulares de 
los registros sanitarios o de los permisos de comercialización que realicen el reporte de 
Estándar Semántico y Codificación de Dispositivos Médicos y Reactivos Diagnóstico In 
Vitro.

Artículo 3°. Exclusión. Excluir de la Resolución número 2025067543 del 22 de 
diciembre de 2025, por la cual se actualizan las tarifas en el Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), modificada por las Resoluciones 
números 2026033499 del 30 de junio, 2026058314 del 23 de septiembre de 2026 y 
2026063102 del 8 de octubre de 2026, la tarifa identificada con el código 4003-1 “Reporte 
de Estándar Semántico y Codificación de Dispositivos Médicos y Reactivos Diagnóstico 
In Vitro (1-182 Códigos UDI-DI)”.

Artículo 4°. Publicación. Ordenar la publicación de la presente resolución en el 
Diario Oficial y en la página web del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos 
y Alimentos (Invima).

Artículo 5°. Vigencia y derogatoria. La presente resolución rige a partir de la fecha 
de su publicación en el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Se expide en Bogotá, D. C., a 9 de noviembre de 2026.
La Directora General,

Sindy Pahola Pulgarín Madrigal.
(C. F.).

Instituto Colombiano Agropecuario

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 00022227 DE 2026

(noviembre 11)
por medio de la cual se establecen los requisitos fitosanitarios para la importación 
a Colombia de plantas in vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia 

Ecuador para uso comercial, ensayo y/o siembra.
El Subgerente de Regulación Sanitaria y Fitosanitaria del Instituto Colombiano 

Agropecuario (ICA), en ejercicio de sus atribuciones legales y en especial de las conferidas 
por el artículo 4º del Decreto número 3761 de 2009, el artículo 2.13.1.1.2 del Decreto 
número 1071 de 2015, la Ley 489 de 1998, el artículo 1º de la Resolución ICA 13314 del 
2023, y

CONSIDERANDO:
Que es competencia del Instituto Colombiano Agropecuario (ICA) velar por la 

sanidad agropecuaria del país, a fin de prevenir la introducción y propagación de plagas o 
enfermedades que puedan afectar a las especies animales o vegetales del país.

Que conforme a lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 6º del Decreto número 
4765 de 2008, es deber del ICA adoptar, de acuerdo con la ley, las medidas sanitarias y 
fitosanitarias que sean necesarias para hacer efectivo el control de la sanidad animal y 
vegetal en el territorio nacional.

Que según lo ordenado en el numeral 23 del artículo 12 del Decreto número 4765 
de 2008, modificado por el artículo 4º del Decreto número 3761 de 2009, es función 
de la Gerencia General del ICA expedir las medidas regulatorias en materia sanitaria y 
fitosanitaria.

Que mediante la Resolución ICA 13314 de 2023, la Gerencia General delegó en la 
Subgerencia de Regulación Sanitaria y Fitosanitaria de la entidad, la expedición de los 
requisitos sanitarios y fitosanitarios para la importación a Colombia de animales, vegetales, 
sus productos y otros artículos reglamentados.

Que corresponde al ICA adelantar los análisis de riesgos y otros procedimientos 
técnicos en materia de sanidad animal y vegetal, para establecer el nivel adecuado de 
protección y definir los requisitos sanitarios o fitosanitarios para la importación de 
productos agropecuarios a Colombia.

Que mediante la Resolución ICA 8389 de 2023 se establecieron los requisitos y el trámite 
para las solicitudes de análisis de riesgos de plagas y enfermedades para la importación a 
Colombia de animales, vegetales, sus productos y otros artículos reglamentados. 

Que por conducto de la Resolución ICA 13633 de 2023, se creó el Comité de 
Importaciones como una instancia asesora, orientadora y decisora que apoya a la Gerencia 
General, o a quien esta delegue, en la expedición de dichos requisitos sanitarios y 
fitosanitarios para la importación a Colombia de animales, vegetales, sus productos y otros 
artículos reglamentados.

Que reunido el Comité de importaciones del ICA el 8 de abril de 2026, según consta 
en acta de la misma fecha, se definieron los requisitos fitosanitarios para la importación a 
Colombia de plantas in vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia Ecuador 
para uso comercial, ensayo y/o siembra. Razón por la cual se hace necesario establecer los 
requisitos aprobados.  

Que acorde al comercio internacional, la Organización Nacional de Protección 
Fitosanitaria (ONPF) del país de origen, están en la obligación de expedir una certificación 
fitosanitaria, con el propósito de asegurar que las plantas, productos vegetales u otros 
artículos reglamentados que ingresarán al país de destino, han sido inspeccionados 
y/o sometidos a pruebas de acuerdo con los procedimientos oficiales establecidos y se 
considera que están libres de las plagas cuarentenarias especificadas.

Que la certificación fitosanitaria emitida por la ONPF del país de origen es un 
documento convenido en el ámbito internacional, que se utiliza para avalar que los envíos 
cumplen con los requisitos fitosanitarios de importación establecidos por los países de 
destino, facilitando así el comercio internacional.

Que en aras de garantizar los principios de publicidad y transparencia, se surtió el 
trámite de consulta pública nacional, a través del Sistema Único de Consulta Pública 
(Sucop) del Departamento Nacional de Planeación, dando cumplimiento a lo dispuesto en 
el artículo 2.13.2.4.2., del Decreto número 1071 de 2015.

Que la misma disposición normativa señala que, cuando el proyecto normativo afecte 
el comercio internacional, se deberá realizar la notificación a través del punto de contacto 
de Colombia ante la OMC, CAN, G3, con el fin de recibir comentarios u observaciones.

Que la Organización Mundial del Comercio (OMC) en el Acuerdo sobre la Aplicación 
de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias indicó que los miembros notificarán sus medidas 
sanitarias o fitosanitarias y velarán porque se publiquen para que los miembros interesados 
puedan conocer su contenido, razón por la cual la presente resolución surtirá el trámite de 
publicidad anteriormente mencionado.

Que de conformidad con los artículos 5º a 7º del Decreto número 2897 de 2010, el ICA 
diligenció el cuestionario de la Abogacía de la Competencia, en el cual se evidenció que el 
presente proyecto regulatorio no incide sobre la libre competencia del mercado, por lo que 
no fue remitido a la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC).

En virtud de lo anterior,
RESUELVE:

Artículo 1º. Objeto. Establecer los requisitos fitosanitarios para la importación a 
Colombia de plantas in vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia Ecuador 
para uso comercial, ensayo y/o siembra. 

Artículo 2º. Ámbito de aplicación. Las disposiciones establecidas en la presente 
resolución serán aplicables a todas las personas naturales o jurídicas que importen a 
Colombia plantas in vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia Ecuador 
para uso comercial, ensayo y/o siembra. 

Artículo 3º. Requisitos fitosanitarios. Para la importación a Colombia de plantas in 
vitro de Trachelium caeruleum L., de origen y procedencia Ecuador para uso comercial, 
ensayo y/o siembra, se deberán cumplir los siguientes requisitos: 

C
O

N
S

U
LT

O
R

S
A

LU
D

Copia de consulta distribuida por CONSULTORSALUD | Fuente: Diario Oficial de Colombia 4



